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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Felipe Michelini. 


MIEMBROS: Señores Representantes Jorge Barrera, Gustavo Borsari Brenna, Luis Alberto Lacalle Pou, 
Jorge Orrico, Margarita Percovich, Ernesto Rodríguez Altez y Diana Saravia Olmos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).- En discusión los siguientes asuntos del orden del día. Punto 4: 
"Señor Representante José Bayardi.- (Solicitud de desafuero)". Punto 5: "Suspensión de fueros del 
señor Representante Carlos González Álvarez.- (Nota de la Suprema Corte de Justicia)". Punto 6: 
"Señor Representante José Carlos Mahía.- (Solicitud de desafuero)". 


SEÑOR LACALLE POU.- Si bien esta es nuestra primera Legislatura en la Cámara de Diputados, nos 
parece un poco extraño que se hayan sucedido tantos pedidos de suspensión de fueros de 
Representantes. Antiguamente, cuando se hacía este tipo de solicitudes, eran casos sonados, discutidos 
y recordados por varios años. En este tema, soy de los que, en primer término, escucho al colega que 
está involucrado. Ninguno de los tres colegas que vinieron a Comisión pidió por sí mismo que se le 
levantaran los fueros, a lo que hubiera accedido inmediatamente para convertirlo en un civil común y 
corriente. 


Por esa razón, después de haberlos escuchado y sin que hicieran ese pedido, a nuestro juicio, es necesario 
estudiar cada una de las situaciones. Antes de entrar en cada uno de los casos puntuales, quería hacer esta 
referencia. 


SEÑOR ORRICO.- Quiero dejar constancia de que los fueros no son del legislador, sino del órgano 
Cámara de Diputados. Por lo tanto, no corresponde que ninguna persona diga: "Yo quiero que a mí 
me saquen los fueros". 


Los fueros se tienen y se mantienen no por una cuestión de voluntad sino para ceñirse al orden jurídico. En 
estos casos, no existe ninguna posibilidad, desde el punto de vista de lo que son las normas constitucionales 
que rigen este tema, de desaforar por las cosas que aquí se piden. Se trata de situaciones planteadas aquí en la 
Cámara, que están comprendidas en el artículo 112 de la Constitución que establece, palabra más, palabra 
menos, que Senadores y Representantes jamás -recalco el "jamás"- serán responsables por los dichos u 
opiniones expresados en el ejercicio de su cargo. Esto lo hemos discutido muchas veces en esta Comisión e, 
inclusive, en Sala y el tema siempre ha sido qué significa ejercicio del cargo, cuándo un Diputado o un 
Senador está en el ejercicio del cargo. Naturalmente que cuando está en la Cámara está en ejercicio del cargo. 
No cabe ninguna duda. 


Todas las situaciones planteadas acá fueron intervenciones de los señores Diputados en la Cámara en diversas 
circunstancias. Una cosa es la situación de los señores Diputados Mahía y Bayardi y otra es la del señor 
Diputado González Álvarez. Pero las tres fueron en ejercicio del cargo. Por lo tanto, o corresponde de 
ninguna manera autorizar estos desafueros, porque sería entrar en un camino muy peligroso desde el punto de 
vista de cuál es el motivo por el que se tienen los fueros. Y precisamente es para que cada Representante 
político en un órgano de esta naturaleza pueda decir lo que le parezca sin temor a represalias; de lo contrario, 
esto sería demasiado sencillo. 


En los tres casos fueron intervenciones en la Cámara que luego derivan en otras intervenciones en la prensa y 
demás. Inclusive, dos de ellos realizaron denuncias concretas ante los Juzgados, tal como se habían 
comprometido a hacer en la propia Cámara. En Sala ellos dijeron que lo que estaban haciendo lo iban a poner 
en conocimiento de la Justicia. La sola presentación en la Justicia no constituye delito alguno ni de ninguna 
manera autoriza un procedimiento de este tipo. 


De manera que quiero dejar claro que no se trata de que se venga y se diga: "Yo quiero que me saquen los 
fueros" o "No quiero que me saquen los fueros", sino de determinar si es una situación admisible para que los 
fueros se saquen. Y claramente en las tres situaciones no lo es. Esa ha sido nuestra posición en este caso y en 
tantos otros que se han planteado, por lo menos desde que yo integro la Cámara. 


SEÑOR LACALLE POU.- Voy a tratar de resumir mi posición. 


Si mañana cualquier persona, por cualquier procedimiento, solicita que se levanten mis fueros, con razón o 
sin ella, actuando como legislador, discutiendo si estaba actuando como tal, si eran temas inherentes al cargo 
o no, Luis Alberto Lacalle Pou viene acá y pide que se le levanten los fueros. Es una visión personal. Yo soy 
el primero en exigir, dentro de mis posibilidades, a mis colegas, que me levanten mis fueros. 


(Interrupción del señor Representante Orrico) 


Es la cuota parte de mis fueros y es lo que yo haría en cualquier situación. No soy quién para indicarles 
conductas a nadie ni formas de ser, y quizás muchos no tengan la actitud de quien habla. Por eso me 
adelantaba a decir esto y que si cualquiera de los colegas de quienes piden que se levanten sus fueros -no se 
le levanta a todo el Parlamento, sino a los colegas; entonces, entrar en una discusión si los fueros son del 
Parlamento o personales... 


(Interrupción del señor Representante Orrico) 


Quizás no me fue bien en el examen. Pero en la realidad lo que pienso es que ninguno de los colegas que 
estuvieron presentes -ni Bayardi, ni Mahía ni González Álvarez- dijeron: "Pido por favor a la Comisión que 
se me releve y que se me levanten los fueron porque quiero comparecer donde tengo que hacerlo". Reitero 
que no quiero establecer una comparación. Sí quería decir, en principio -y por eso me obliga a esta 
intervención el señor Diputado Orrico-, que si yo hubiera estado en esos lugares, hubiera pedido que se me 
levantasen los fueros. Si alguno de los colegas lo hubiera pedido, yo hubiese sido el primero en votar a favor 
de que se le levantaran los fueros. Dado que no fue la actitud de ninguno de los señores Diputados, entramos 


en la casuística, en los casos puntuales. Entonces, analizaremos si los dichos y las actitudes de los señores 
Diputados Bayardi, Mahía y González Alvarez ameritan o no el levantamiento de los fueros. 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, insisto con un concepto que es medular y que naturalmente no es 
mío sino del orden jurídico: los fueros pertenecen a la Cámara. 


En segundo lugar, la Constitución establece cuándo pueden levantarse los fueros; lo establece con mucha 
claridad. Y no es ninguna de las hipótesis acá planteadas. Ningún legislador puede ser desaforado cuando 
habla en la Cámara; ninguno, diga lo que diga, porque así lo establece expresamente la Constitución. En 
consecuencia, más allá del análisis concreto de qué se dijo, lo que acá hay que determinar con mucha claridad 
es en función de qué se dijo. No fue que estaban en una feria e insultaron a un vecino, en cuyo caso los fueros 
no tienen nada que ver. Fue hablando de política en un ambiente político en la Cámara de Diputados en la 
que expresaron cosas que le provocaron la ofensa a alguno. Y tiene todo el derecho del mundo a sentirse 
ofendido, pero no a pedir el relevamiento de los fueros. Para eso hay que leer con mucha claridad los 
artículos que refieren al llamado estatuto del legislador y darse cuenta de que acá no corresponde que venga 
alguien a decir: "Yo pido que me levanten los fueros". Esas son frases que se dicen pero que no están de 
acuerdo con el orden jurídico. 


SEÑOR LACALLE POU.- Yo las digo y las sostengo. 


SEÑORA PERCOVICH.- Esta Comisión debía establecer si existía un delito que ameritara el 
levantamiento de los fueros. En los tres casos, el análisis que correspondía hacer fue el que supongo 
hicimos todos los integrantes de esta Comisión. 


Pero el pedido de desafuero debe venir con una clarísima exposición de cuál es el delito por el cual se pide el 
desafuero. Y quienes estudiamos estas presentaciones advertimos que ninguno de los tres casos amerita tal 
decisión. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Lo que ha dicho el señor Diputado Orrico es técnicamente exacto en el 
sentido de que los fueros son de la Cámara. Eso es indiscutible. Pero yo comparto totalmente lo que ha 
dicho el señor Diputado Lacalle Pou y lo suscribo, a tal grado que de estar en esa situación haría 
exactamente lo mismo. Pero eso es un problema de sensibilidad personal, porque entiendo que el fuero 
protege al Representante o al Senador pero no puede transformarlo en una especie de conde, príncipe 
o marqués que lo haga invulnerable a situaciones como estas, en que determinados ciudadanos se han 
sentido ofendidos y no pueden realizar absolutamente nada a nivel judicial porque se encuentran con 
esta muralla. Entonces, en el caso que planteaba el señor Diputado Lacalle Pou, yo haría exactamente 
lo mismo: sería la primera en pedir a la Cámara que me relevara de los fueros para comparecer como 
cualquier otro ciudadano frente a la Justicia. 


Desde el punto de vista técnico es cierto lo que ha dicho el señor Diputado Orrico en cuanto a que el fuero es 
de la Cámara y, por lo tanto, es esta la que debe proceder a quitarlo. En una situación similar yo le hubiera 
pedido a mis pares que lo hicieran, más en este tipo de caso -no tengo los otros informes- en el que se 
presentó una denuncia por difamación. Como en algún momento también me vi en la necesidad de hacer una 
denuncia contra otro ciudadano -en este caso era un Intendente- por difamación hacia mi persona, sé lo que 
se siente estar en esa situación para el que se considera difamado. Realmente no es agradable para nadie. Yo 
me pongo en el lugar del ciudadano y por eso digo que, estando del otro lado del mostrador, pediría que se 
me relevara de los fueros. No ha sido este el caso y, por lo tanto, la Cámara es la que tiene que resolver. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la libertad de expresión, poder expresar el pensamiento con 
libertad, es un valor central de una sociedad democrática y está especialmente protegido por el 
ordenamiento jurídico. 


En lugar de empezar mi razonamiento analizando los fueros, voy a comenzar por el otro lado: por la 
necesidad que tiene una sociedad democrática de preservar la posibilidad del ciudadano común, del habitante, 
de expresarse libremente. Si bien se trata de un derecho que tiene límites -por ejemplo, que no se pueden 
vulnerar derechos de los demás a través de la tipificación del delito de difamación, de la injuria-, en realidad, 


estos son las excepciones, el principio es que uno puede expresar libremente su pensamiento. Y, en algunos 
casos, esa libertad de expresión y de pensamiento está doblemente protegida. Es el caso de los periodistas, 
pues se supone que la protección de su tarea no está en función de la persona periodista, sino de una sociedad 
democrática a proteger. 


También es el caso especialísimo de los Parlamentos, en que se da el fuero parlamentario para la expresión de 
dichos en la Cámara en función de la necesidad de proteger, no al legislador, no al Parlamento, sino a los 
representados, de quienes, en definitiva, el Poder Legislativo es depositario. Esto viene de la historia de la 
ubicación del Poder Legislativo con relación a los poderes ejecutivos y la monarquía desde la Revolución 
Inglesa; precisamente, la clave ha estado en que los legisladores, los representantes, no eran responsables de 
sus dichos, porque lo que allí se quería era proteger la formación de la sociedad democrática. 


Por lo tanto, más allá de las cuestiones personales -cada uno puede pensar y sentir lo que quiera-, aquí hay un 
elemento superior que es irrenunciable: el Cuerpo, que puede levantar los fueros, no por los dichos de un 
legislador, sino por actitudes que tipifiquen delitos graves. Esa es la lógica. 


En ese sentido, voy a votar negativamente la solicitud de levantamiento de los fueros en estos tres casos. 
Tendríamos que discutir si esto se archiva por falta de mérito o si se informa al plenario de la Cámara con un 
circunstanciado informe en cada uno de los casos. No tengo inconveniente en que se haga de una manera u 
otra porque, en definitiva, tienen el mismo fin, y estoy abierto a escuchar propuestas. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quiero hacer una aclaración, porque imagino que la señora Diputada 
Saravia Olmos se refería al caso del señor Diputado Bayardi y yo tengo el acta de la sesión que contó 
con la presencia del señor Diputado Bayardi, donde él dice claramente que se presentó ante el Juzgado, 
indicó que había hecho una presentación y que no tenía ningún inconveniente en que el Cuerpo o esta 
Comisión decidieran levantarle los fueros. El hecho de tener fueros no impidió que presentara un 
escrito, y así lo dijo: "(...) pretendo ser convocado para exponer mis puntos de vista respecto al tema de 
la denuncia, a fin de que el Fiscal y el Juez puedan hacer consideraciones sobre su mérito y entiendan 
si hay o no lugar a la formación de causa, para que no se traslade el asunto al Parlamento sin las etapas 
previas en el Juzgado". Cualquiera puede hacer una denuncia de difamación o no, pero hay que 
establecer primero si amerita que el Parlamento se expida al respecto. Eso era lo que pedía el señor 
Diputado Bayardi con los escritos -que dejó en poder de la Comisión- que había presentado en el 
Juzgado, que no sé en qué etapa se encuentra con respecto al tema. 


Quiero dejar esto claro porque el señor Diputado quiso seguir con el trámite y que se viera si realmente había 
mérito. Partiendo de la base de las evaluaciones que han hecho los señores Diputados Orrico y Michelini en 
cuanto a las expresiones de los legisladores, creo que los noventa y nueve legisladores tenemos derecho a 
expresarnos en el momento en que estamos haciendo una investigación o una denuncia. Es el colmo que se 
nos haga un juicio por difamación al respecto, porque no podríamos actuar y estaríamos permanentemente 
atados. Otra cosa es que las expresiones que se utilicen en la investigación o en la denuncia sean ofensivas y 
sin pruebas. En este caso, como en los anteriores, se referían a hechos constatados, sobre los que podrá o no 
haber una apreciación política, pero eso es parte del juego político. 


Aquí, en el convencimiento de que lo actuado era lo correcto, el señor Diputado acusado de difamación por la 
apreciación de quienes se sintieron ofendidos en ese aspecto, pedía simplemente hacer una presentación al 
Juzgado para que se tuvieran todos los antecedentes y se juzgara como corresponde. Evidentemente, como 
acá juegan cuestiones políticas, en algunos casos se considerarán unas actitudes y en otros, otras. 


SEÑOR ORRICO.- Los Diputados Bayardi y Mahía intervinieron a propósito de un recurso 
presentado por un núcleo de vecinos ante resoluciones de la Intendencia Municipal y la Junta 
Departamental de Canelones. El señor Diputado Bayardi fue miembro informante de esa Comisión, es 
decir, la Comisión Especial que estudiaba los recursos que en alguna época fueron tratados en esta 
asesora. En su informe al pleno de la Cámara de Representantes, el señor Diputado Bayardi expresó 
que había habido una falsificación de un decreto de la Junta Departamental. No importa determinar 
acá si eso era así o no; importa señalar dos cosas. La primera, que desde el punto de vista jurídico es 
decisiva a los efectos de dilucidar esto, es que esto se hizo en la Cámara, en cumplimiento de una 
función de miembro informante de una Comisión. Por lo tanto, de ninguna manera procede el 
desafuero, que no corresponde a los señores Diputados Bayardi y Mahía sino a la Cámara de 


Representantes. Autorizar esto sería entrar en un camino realmente muy peligroso para la libertad de 
expresión de todos. 


El segundo aspecto -si se quiere hacer política con esto, con mucho gusto la hacemos- es que, en todo caso, 
habría que haber denunciado a la Cámara entera, porque nos estamos olvidando del pequeño detalle de que la 
Cámara hizo suyo el informe y lo aprobó. ¿Cómo se puede denunciar a dos personas porque hacen un 
informe que es aprobado por la Cámara? Esto es de locos. Si queremos hacer política menor, la hacemos. No 
tengo ningún problema; yo juego en la cancha que me pongan y si hay que embarrarla, la embarro. Pero esto 
es inadmisible. Ni siquiera es admisible tratarlo cuando no hablamos de la decisión de una o dos personas 
sino de un Cuerpo que, por amplísima mayoría, tomó una resolución. Entonces, ¿de qué estamos hablando? 
¿A quién le vamos a sacar los fueros? ¿A la Cámara entera? 


Entonces, como esto es inadmisible por donde se lo mire, creo que no vale la pena ni discutirlo. Estamos 
hablando de expresiones que se vertieron en la Cámara, en el ejercicio de la función de miembro informante, 
donde se comunica que de lo expresado se va a informar a la Justicia, y es lo que se hace, nada más que eso. 


Me voy a permitir detenerme en el concepto de qué implica el ejercicio del cargo. Sin duda que ello significa 
actuar en las Comisiones, en la Cámara, pero hoy se entiende pacíficamente por parte de toda la doctrina del 
derecho público en Uruguay que, debido al auge tremendo que tienen los medios de comunicación de masas, 
cuando un individuo habla en un medio de prensa en su calidad de Diputado o de Senador, también se 
encuentra en ejercicio de su cargo. Por lo tanto, el planteamiento es inadmisible y también lo sería que 
alguien dijera: "Bueno, como él lo pide, vamos a darle el desafuero", porque no es así. Estos institutos 
funcionan por un sistema jurídico al que hay que interpretar. 


Quiero recordar algunos antecedentes que hay en la materia. Voy a mencionar dos que fueron recientes, 
aunque hay muchos más. Uno fue el caso del ex Diputado Da Silva Tavares, que actuó en el período 1990- 
1995, desafuero que fue negado por la Cámara debido a que en el pedido solamente se decía que era por un 
delito tributario. La Cámara entendió que había que precisar con mucha más claridad de qué delito se trataba, 
que no se podía decir al voleo que era un delito del Código Penal. Y eso no lo dijo la Cámara por sí, sino que 
tomó esa decisión luego de escuchar, entre otros, al doctor Gelsi Bidart y a toda la Cátedra de Derecho 
Procesal, que vino a informar qué requisitos se requerían para que se hiciera un desafuero. 


El otro caso que se me ocurre ahora -insisto en que hay más- es el del ex Diputado León Morelli, que actuó 
durante la Legislatura pasada, quien tuvo un altercado a través de la prensa con otro Diputado, fue 
denunciado y la Cámara negó el desafuero en virtud de que el legislador estaba en ejercicio del cargo y 
diciendo que no se hacía mención ni estudio sobre el fondo del asunto en cuanto a qué se habían dicho, sino 
en ocasión de qué se había dicho, porque se está en ejercicio del cargo o hay actividades que se realizan en el 
ejercicio del cargo y ambas están contempladas por la norma jurídica. De manera que los antecedentes 
existen. 


Redondeo mi pensamiento diciendo lo siguiente. Quienes hicieron la denuncia, ¿van a pedir el desafuero de 
la Cámara entera, que tomó una resolución que ellos consideran que afecta su dignidad? Parece bastante 
absurdo. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Hoy hice un planteamiento general y no me referí a ningún caso 
concreto de estos que se han planteado. Además, casualmente, los tres casos son sobre difamación. 
Sostengo mi posición, que es personal, pero coincidente con la de algún otro miembro de la Comisión. 


Se ha hecho referencia al desafuero del Diputado Da Silva Tavares. Yo integré esta Comisión cuando se trató 
ese desafuero y recuerdo que la discusión se centró en el tema de la comparecencia o no del Diputado a 
declarar ante el Juzgado. No soy abogada y no recuerdo exactamente de qué artículo se trataba, pero la 
discusión se centraba en el famoso artículo del Código del Procedimiento que obliga al Juez a tomar una 
declaración previa al procesamiento. Ese fue el meollo del asunto y la gran discusión que hubo a nivel de la 
Comisión y de la Cámara, debido a las distintas posiciones de los juristas a ese respecto. Había algunos que 
sostenían que se le podía tomar esa declaración sin habérsele quitado los fueros y otros decían que no. 
Reitero que esa fue la gran discusión técnico-jurídica que se produjo en la Comisión. 


SEÑOR ORRICO.- Debo reconocer que como este tema me gusta, lo he estudiado mucho; creo haber 
leído todos los procedimientos que hubo de levantamiento de fueros -de pronto, me falta alguno- y es 
verdad eso que dice la señora Diputada. Pero, precisamente, en ese momento se dijo que él iba a ir 
como indagado a declarar en una audiencia que normalmente es previa al procesamiento y la Cámara 
no sabía qué posible delito le estaban atribuyendo, porque el pedido era de una generalidad tal que 
provocó toda aquella discusión. Yo leí todo el debate, que fue muy interesante porque, además, 
participó toda la Cátedra de Derecho Procesal; realmente, hubo intervenciones absolutamente 
brillantes, en una Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración que 
estaba integrada por gente de muy alto valor de todos los partidos, lo que hace que realmente valga la 
pena estudiar eso. Pero el tema fue en estos términos. 


Quiero señalar que, desde el punto de vista de los antecedentes -me remito a los más inmediatos, pero hay 
otros-, esto funciona de determinada manera y no está bien que quede en manos de la persona decir si quiere 
que le levanten los fueros o no. Si fuera así, todos estaríamos obligados a pedir que nos levanten los fueros, 
cuando lo que corresponde es proteger la libertad que cada Diputado o cada Senador tiene de decir lo que se 
le ocurre en el seno de cada Cámara. Luego, pagará las consecuencias que eso tenga, pero no otras, porque de 
eso se trata el fuero. El fuero no implica impunidad; está para defender al Parlamento de los demás Poderes 
del Estado. En consecuencia, el fuero no le corresponde a un Diputado en particular sino al conjunto del 
órgano. Por lo tanto, hay que ser muy cuidadosos cuando se trata de él, y sobre todo en estos casos donde se 
llega al absurdo. Porque si alguien dice que hay resoluciones de la Cámara que ofendieron su dignidad, 
entonces, que demande a la Cámara entera sí le parece; pero creo que no va a tener suerte alguna. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las posiciones han quedado expresadas en forma meridianamente clara. 
Sugiero que pasemos a votar el archivo de estas tres Carpetas. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el archivo de la Carpeta N* 2150/02, relativa a la solicitud de 
desafuero del señor Diputado José Bayardi. 


(Se vota) 
Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el archivo de la Carpeta N* 3056/03, relativa a la suspensión de 
fueros del señor Diputado Carlos González Alvarez. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Luego de haber efectuado las consultas del caso, estuvimos de acuerdo 
con archivar las solicitudes de desafuero de los señores Diputados Bayardi y González Álvarez, pero se 
nos solicitó tiempo para considerar el caso del señor Diputado Mahía. Por lo tanto, en este momento no 
estamos en condiciones de votar el archivo de esa solicitud. 


SEÑOR ORRICO.- Es el mismo caso que el del señor Diputado Bayardi. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Pero eso nos pidió nuestra bancada. De todas formas, si la Comisión lo 
desea votar, aclaro que hoy no estamos en condiciones de hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un pedido de postergación para votar el archivo de la solicitud de 
desafuero del señor Diputado Mahía. 


Debo decir que me siento incómodo porque venimos demorando estos expedientes con la finalidad de 
votarlos todos juntos. 


(Diálogos) 


A pedido del señor Diputado Lacalle Pou dejamos pendiente para la semana que viene el archivo de la 
solicitud de desafuero del señor Diputado Mahía, y así lo acepta la Presidencia. De todas formas, debo decir 
que durante mucho tiempo se demoró la consideración de estos asuntos a efectos de votarlos todos juntos. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


